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L A S  L L A V E S ,  U N  D E T A L L E

—Tranquilo, San Pedrito. No hay apuro. Nosotros ya estamos
acostumbrados a las listas de espera.

El Senado aprobó esta semana el nombramiento de dos
nuevas ministras de la Corte Suprema, Jessica Gonzá-
lez y Mireya López, ambas provenientes de la Corte
de Santiago, y el de un nuevo fiscal judicial para el

mismo tribunal, Jorge Pizarro, hasta ahora ministro de la Corte
de Puerto Montt.

Una vez más, las aprobaciones parecen estar rodeadas de
negociaciones y acuerdos de carácter político desconocidos pa-
ra la ciudadanía. Así lo hizo notar un senador de oposición,
quien aseguró contar con evidencia, y quedó de manifiesto en
la vinculación que se ha hecho de estas designaciones con el
contenido del proyecto de re-
forma al sistema de nombra-
mientos judiciales que el Ejecu-
tivo ingresaría prontamente.
Todo indica, además, que tiene
que haber sido así, pues el Gobierno ya había presentado y
retirado uno de los nombres por falta de acuerdo, sin que en el
tiempo intermedio hayan cambiado los antecedentes o carac-
terísticas de la candidata —en todo caso, una magistrada con
vasta experiencia y reconocimiento entre sus pares— como
para suscitar un acuerdo antes inexistente. Por otro lado, existe
información contradictoria en cuanto a si la aprobación de los
nombramientos guarda también relación con la designación
pendiente en la Contraloría General de la República.

Se ha dicho que en todo esto no hay nada nuevo y que
este último proceso solo ha replicado las prácticas usuales.
Pero donde sí han cambiado radicalmente las cosas es en la
percepción de la ciudadanía sobre la legitimidad de esas
prácticas. Confirmando esta percepción, puede decirse que
el estándar del pasado ya no es aceptable porque la opaci-

dad de estos procesos se ha aprovechado para ejercer toda
clase de influencias espurias. Por cierto, nada obsta a que
quienes deben tomar las decisiones —los jueces que forman
las quinas, el Presidente de la República que selecciona un
candidato y los senadores que lo aprueban o rechazan— es-
cuchen a todos quienes puedan tener algo relevante que re-
ferir, incluidos los propios candidatos. Pero todo esto debe
hacerse con la debida publicidad. Lo mismo vale para los
acuerdos políticos. No es de por sí ilegítimo que la aproba-
ción de una o más designaciones esté vinculada, como ha-
bría ocurrido en este caso, a que se reforme en un cierto sen-

tido el sistema mismo de de-
signación. Esto puede estar
justificado cuando alguien
considera fundadamente que
la reforma es urgente y que su

postergación resta legitimidad a los nombramientos. Pero
estas conversaciones también deben llevarse a cabo de cara
a la ciudadanía y no a sus espaldas, incluyendo un detalle de
los argumentos técnicos y políticos a favor y en contra de
cada una de las opciones regulativas.

Una buena noticia sería que, al parecer, el Gobierno no
estaría necesariamente pensando en entregar a un nuevo ente
el nombramiento de los altos magistrados. El sistema actual,
que conjuga la participación de los tres poderes del Estado, es
ciertamente susceptible de mejorías, como aquellas que tien-
dan a proscribir la opacidad y asegurar la publicidad de todas
las instancias de decisión, pero es muy poco claro que un órga-
no supuestamente “autónomo” presente todas las ventajas
que algunos parecen atribuirle para compensar, precisamente,
su encubierta politización.

Estas conversaciones deben llevarse a cabo de

cara a la ciudadanía y no a sus espaldas.

Nombramientos judiciales

La probable reacción del gobierno de Benjamin Netan-
yahu a los 180 misiles hipersónicos lanzados el martes
desde Irán a Israel podría desencadenar un nuevo es-
calamiento en el conflicto entre Israel, Irán y sus ins-

trumentales aliados Hamas, Hezbolá y Houthis, con repercu-
siones en las elecciones presidenciales de Estados Unidos.

Aunque las autoridades iraníes han manifestado que no
persistirían en nuevos ataques, Netanyahu ha declarado que
habrá consecuencias; de hecho, ayer lanzó un nuevo bombar-
deo en Líbano contra los líderes de Hezbolá. 

El despliegue balístico iraní, frustrado en gran parte por
las defensas aéreas de EE.UU. e
Israel, fue una reacción a la
operación aérea que culminó
con la muerte de Hassan Nas-
ralá, clérigo libanés, secretario
general de Hezbolá y cercano a Alí Jamenei, autoridad supre-
ma de Irán. Dos meses antes, Israel, en una operación de inteli-
gencia, había dado muerte, en Irán, al presidente del buró polí-
tico de Hamas.

Irán no podría permanecer indiferente a los ataques israe-
líes, que han provocado presiones de sus sectores más duros,
los que alegan humillaciones, desprestigio, abandono a sus alia-
dos y fortalecimiento del gobierno de Netanyahu, que se opone
al cese el fuego apoyado por Estados Unidos y líderes europeos.

Hasta ahora Teherán se había negado a participar directa-
mente en operaciones de gran escala, delegando en las organi-
zaciones terroristas aliadas la primera línea. Le preocupa evitar
el riesgo de forzar la intervención directa de Estados Unidos y

sus aliados, postergando negociaciones para romper con su
aislamiento y levantar las severas sanciones que mantienen de-
primida su economía y debilitadas sus capacidades militares.

Los gobiernos de Estados Unidos, Gran Bretaña, Alema-
nia y varios otros europeos han sido explícitos en condenar el
ataque iraní y, a la vez, en exigir restricción en la respuesta
israelí, rechazando cualquier golpe a la infraestructura para el
desarrollo nuclear iraní.

Hay, en efecto, inquietud por una eventual reacción des-
mesurada de Israel que agrave el conflicto, aportando, además,
un elemento de lo que los norteamericanos califican como

“sorpresa de octubre”, un
acontecimiento, a semanas de
la elección presidencial, que
pueda influir significativa-
mente en sus resultados. Así

ocurrió con el anuncio de las negociaciones para poner fin a la
guerra de Vietnam, que favoreció a Richard Nixon, y también
con el fracasado rescate de los diplomáticos norteamericanos
secuestrados por Teherán, que influyó en la derrota de Jimmy
Carter frente a Ronald Reagan.

Mientras Donald Trump, cercano a Netanyahu, es defen-
sor incondicional de Israel y duro opositor de Irán, Kamala Ha-
rris se distancia del líder judío y matiza su apoyo a Israel, con
sensibilidad acerca de los aspectos humanitarios del conflicto.
Así, el aumento de las tensiones con Israel perjudicaría a Harris
y favorecería a Trump, que se presenta como el único presi-
dente —salvo el centenario Carter— que en más de 50 años no
ha introducido a Estados Unidos en guerras.

La evolución podría incluso repercutir en la

elección presidencial estadounidense.

Medio Oriente: Escala el conflicto

Mientras los
heroicos pueblos
de Israel y Ucrania
luchan por su exis-
tencia, con limita-
do apoyo interna-
cional, respaldo
que es menor en el
caso de Israel, ex-
puesto a ataques y
falsas narrativas de
sectores de prensa
y varios gobiernos,
incluyendo el nuestro, que le imputa
genocidio en su defensa, otra guerra
avanza sin sangre. Es la guerra comer-
cial que atenta contra el desarrollo de
los pueblos y las libertades de em-
prender, crear, trabajar y comerciar.

Chile está expuesto a esta ofensi-
va destructiva en que coinciden autó-
cratas y demócratas, marxistas y algu-
nos sectores capi-
talistas, determi-
n a d o s p a í s e s
desarrollados y en
desarrollo, que in-
vocan la suprema-
cía de exageradas
interpretaciones geopolíticas y de la
seguridad nacional para restringir li-
bertades.

El gran salto de la economía que
dio Chile a mediados de los setenta
—consolidado por los gobiernos si-
guientes— ha sido la apertura y la in-
serción a la economía global. Hasta
entonces, una maraña de derechos
aduaneros, prohibiciones de importar
y exportar, medidas paraarancelarias,
cuotas y controles cambiarios impe-
dían a los chilenos acceder a produc-
tos importados y a la innovación, limi-
tando de paso la asignación correcta
de los recursos y desaprovechando la
capacidad exportadora nacional.

Estas políticas restrictivas fueron
apoyadas por la burocracia internacio-
nal, por la Cepal, que promovía la sus-

titución de importaciones. Llegamos
al absurdo de registrar más de 10 su-
puestas industrias automotrices para
fortalecer Arica, empresas que no eran
más que galpones para armadurías de
partes y piezas importadas de unos
pocos automóviles que se asignaban
políticamente por una repartición pú-
blica, el estanco automotriz. Entonces,
los demás chilenos estaban condena-
dos de por vida a ser hombres de a pie. 

Este último año el proteccionis-
mo, ahora bajo la aberrante intersec-
ción de las políticas de seguridad na-
cional con las económicas, ha crecido
con fatales proyecciones para trans-
formarse en una tendencia. 

Estados Unidos, antes líder del li-
bre comercio, con Trump y Biden ha
adherido a la doctrina cepaliana y con
el argumento, sea del doble uso mili-
tar y civil de algunos productos, sea su

competencia con
China o, bien, sea
por supuesta segu-
ridad interna ante
riesgos de inte-
rrupción de las ca-
denas de abasteci-

miento, impide o limita importacio-
nes de productos extranjeros y subsi-
dia los nacionales, como lo hace
China. Algo similar está ocurriendo
en la Unión Europea para productos
extracomunitarios. Peor, las limitacio-
nes no solo se pretenden aplicar a ma-
nufacturas y tecnologías. Invocando
la seguridad alimentaria, se busca ex-
tenderlas a la agricultura y a la indus-
tria de alimentos.

Parecería que nuestras autorida-
des, políticos, dirigentes gremiales y
sindicales no están conscientes de los
daños del nuevo proteccionismo para
Chile y de los beneficios de las liberta-
des económicas. Pocos o nadie dicen
algo al respecto. 

C O L U M N A  D E  O P I N I Ó N

La guerra comercial atenta

contra el desarrollo de los

pueblos y sus libertades.

Si desea comentar esta columna, hágalo en el blog

Por
Hernán Felipe
Errázuriz

Guerras sangrientas y
otra siniestra

“¿Has oído el término sororiridad? Es un
neologismo que significa solidaridad entre las
mujeres, y que implica confianza y apoyo recí-
proco entre ellas”, me dice el Prócer mientras
paseamos por el Par-
que Bicentenario .
“Perdón, creo que le
sobra una sílaba. Me
suena más bien como
sororidad”, le replico.
“Tienes razón. Es que
m e c o s t ó m u c h o
aprenderme la pala-
breja. Viene del latín
‘soror’, que significa
hermana. La saco a
colación porque existe
una solidaridad pare-
cida entre nosotros,
los viejos de la tercera
edad, y que he bautizado como ‘geriaridad’.
Mira, la mejor comprobación de su existencia
es que cuando me topo con un desconocido
de una edad similar a la mía, ambos tende-
mos inconscientemente a saludarnos, lo que
denota una manifestación de simpatía mu-

tua. ‘Estamos pasando por lo mismo’, es el
mensaje sin palabras que nos dirigimos: ar-
trosis en diversas articulaciones, a veces sole-
dad, añoranza del pasado, en fin, todas aque-

llas penurias que infli-
ge el cruel transcurrir
del calendario. Y aun-
que se limite a un sim-
ple intento de saludo,
la percepción de esa
solidaridad muda es
suficiente apoyo mo-
ral, por lo que me en-
canta la geriaridad”. 

En eso, nos cruza
caminando en sentido
contrario una estu-
penda “terceraedadis-
ta” en buzo, y el Prócer
le dirige una sonrisa

insinuante, casi de acoso. Al percibir mi mira-
da de reproche por su atrevimiento, se excu-
sa con picardía: “No pienses mal, es simple
geriaridad”. 

D Í A  A  D Í A

Geriaridad

R. RIGOTER

T E M A S  E C O N Ó M I C O S

A la fecha, la tasa de desempleo pro-
medio (INE) bajo la administración Bo-
ric alcanza un 8,4%. El mínimo se regis-
tró durante los primeros meses de este
gobierno (7,8%). Desde entonces, de los
28 reportes oficiales, solo en seis oportu-
nidades se ha ubicado por debajo del 8%.
La cifra más reciente es de 8,9% a nivel
país (9,4% entre las mujeres). Son núme-
ros preocupantes. Incluso comparada
con otro gobierno de magro crecimiento
económico, la segunda administración
Bachelet, la actual situación del mercado
laboral parece desmejorada: entre mar-
zo de 2014 y marzo de 2018, la tasa de
desempleo promedio fue de 6,7%.

Esta negativa evolución ha sido do-
cumentada desde distintas perspecti-
vas. A modo de ejemplo, la tasa de par-
ticipación laboral (suma de empleados
y desempleados sobre la población en
edad de trabajar) alcanzó en el trimes-
tre móvil junio-agosto de 2024 un
61,8%, inferior a la reportada en el mis-
mo período de 2019 (antes de la vio-
lencia y la pandemia). Por su parte, la
tasa de ocupación (total de ocupados
sobre población en edad de trabajar)
alcanza en la actualidad un 56,3%; cin-
co años atrás era de 57,9%. 

De acuerdo con los datos del INE,

desde 2019 a la fecha se han creado 307
mil empleos. Esto representa un creci-
miento de 3,44% en cinco años, cifra
que se compara desfavorablemente
con el crecimiento de la fuerza de tra-
bajo (4,95%) y el de la población en
edad de trabajar (6,41%). Por su parte,
el número de desocupados aumentó
en casi 171 mil, una expansión del
23,38%. Entre los cesantes (desocupa-
dos, pero excluyendo a quienes bus-
can trabajo por primera vez), el au-
mento en este quinquenio es de un
30,5%. En el mismo período, el au-
mento de los inactivos superó las 500
mil personas, un 8,87%.

Pero no solo el estudio de la serie de
cinco años ofrece una visión sombría.
Las estadísticas de los últimos doce
meses también lo hacen, incluso cuan-
do se analizan los que podrían ser con-
siderados logros del actual gobierno. 

Según los datos del INE, en los últi-
mos doce meses se han creado 229 mil
empleos. La rama de actividad que más
ha contribuido es “Comercio al por ma-
yor y menor”, con 69,7 mil puestos (un
30% del total). Le sigue “Enseñanza”,
con 29 mil nuevos puestos (14% del to-
tal), muy probablemente asociado a la
implementación de los cambios en

nuestro sistema educacional, lo que da-
ría cuenta de una expansión indirecta
del empleo financiado con fondos pú-
blicos. En tercer lugar, se encuentra
“Administración pública y defensa”,
que, con casi 20 mil nuevos empleos,
contribuye con el 9%. Así, consideran-
do estas dos últimas áreas, es posible
concluir que un porcentaje importante
de los nuevos empleos tiene su origen
directa o indirectamente en el Estado.

Otra cifra sugerente es el crecimien-
to anual de quienes contestan “No sa-
be/No responde” respecto de la rama
en que se desempeñan: más de 38 mil
empleados se ubican en esta categoría,
un incremento de 85%. Es posible que
tal estadística esté asociada a otro fe-
nómeno que ha cobrado relevancia: la
informalidad.

Precisamente, una simple descompo-
sición de los referidos 229 mil nuevos
puestos de trabajo da cuenta de la preca-
rización del empleo. Mientras la crea-
ción de trabajos formales no supera los
89 mil, los informales se elevan por so-
bre los 140 mil. Esto quiere decir que seis
de cada 10 trabajos creados en el último
año son informales; entre las mujeres, el
análisis arroja cerca de siete empleos in-
formales por cada 10 empleos creados.

Un deterioro laboral anunciado
Como era previsible, el mercado laboral también sufre el impacto del estancamiento económico.
Aunque la evolución de las cifras no parece hacer reaccionar al Gobierno, la situación genera costos
importantes para la clase media y los más vulnerables.

Factores responsables y claves para revertir 
Dos factores emergen como los prin-

cipales responsables del deterioro labo-
ral. Evidentemente, el bajo crecimiento
económico no ha permitido expandir la
creación de empleos de calidad (forma-
les). Las estimaciones de Hacienda para
2024 (2,6%) y 2025 (2,7%) no dan
cuenta de un cambio significativo en
esta materia, como tampoco las pro-
yecciones del Banco Central sobre PIB
tendencial para la siguiente década
(por debajo del 2%). Y, considerando
además el importante aumento de in-
migrantes, un mercado laboral depri-
mido tendrá que ajustar a la baja las re-
muneraciones para evitar un aumento
del desempleo.

Pero un segundo factor anticipa que

tal ajuste será difícil de implementar: la
batería de reformas que han rigidizado
el mercado del trabajo. Desde la refor-
ma laboral de la segunda administra-
ción Bachelet hasta la reducción de la
jornada y otras modificaciones recien-
tes (si bien buscaba resolver un tema
importante, el cuestionable diseño de la
Ley Karin también tiene el potencial de
afectar la contratación), todo ha apunta-
do a dificultar el empleo formal. A esto
se han sumado una visión ideológica
que emana desde la Dirección del Tra-
bajo y decisiones del sistema judicial
que generan costos a la contratación,
más los desincentivos a trabajar que na-
cen desde el sistema de protección so-
cial. Un salario mínimo que ha crecido

muy por encima de la productividad,
nuevos proyectos (negociación ramal y
reforma de pensiones) y la preocupante
—e inconstitucional— inclinación polí-
tica a utilizar impuestos al trabajo para
financiar iniciativas específicas intro-
ducen aún más rigideces.

Por lo tanto, lo que reflejan las cifras
no es más que un deterioro anunciado
y natural del empleo. La ausencia de
contención política frente a la ideologi-
zada agenda laboral de este gobierno le
está y seguirá costando caro a la clase
media. Solo un cambio de rumbo signi-
ficativo, que se ocupe de los incentivos
e ineficiencias de nuestra instituciona-
lidad, podrá empezar a modificar esta
situación. 
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